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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	TERCERA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE: 663/2021.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR:**********.

	DEMANDADA: ORGANISMO INTERMUNICIPAL DE METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE  CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ, Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ (INTERAPAS).

	MAGISTRADO: JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: AUSTREBERTO REGIL GONZÁLEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a once de julio de dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 663/2021, promovido por la C.**********, contra actos del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).
RESULTANDO
1.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 14 catorce  de septiembre de 2021 dos mil veintiuno, la C.**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, , por el acto consistente el estado de cuenta folio SL1508356, en donde se determinó en crédito fiscal por concepto de derechos de agua por la cantidad de $7,005.00 (siete mil cinco pesos 00/100 m.n.).
Previo cumplimiento de requerimiento de aclaración; en auto del 11 once de enero de 2022 dos mil veintidós, se admitió la demanda. Las Autoridades Demandadas fueron debidamente notificadas y emplazadas.

2.-  Substanciado que fue en cada una de sus etapas, a las 09:00 nueve horas del 31 treinta y uno  de mayo de 2022 dos mil veintidós, se dio inicio a la audiencia final, sin asistencia de las partes; en el desahogo de la audiencia se dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales dada su naturaleza, posteriormente se hizo constar que no había pruebas pendientes de desahogo; después en la etapa de alegatos se agregó a los autos el escrito de la Parte Actora, y se hizo constar que la Autoridad Demandada no hizo manifestación alguna en ésta etapa procesal, y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y  7 fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por tratarse de una controversia de carácter administrativo, suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado intermunicipal, respecto de un acto en que se determinó en cantidad líquida un crédito fiscal por derechos de agua potable, para la cual, los citados preceptos le confieren competencia.
SEGUNDO.- La personalidad la Parte Actora no requiere pronunciamiento alguno, ya que comparece por derecho propio.

En el caso el interés jurídico, se encuentra plenamente acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, en relación con las copias simples del instrumento número setenta y un mil ciento ochenta y cuatro, del volumen tres mil ciento treinta y tres, del protocolo de la Notaría Pública, a cargo del Licenciado Juan Carlos Barrón Cerda, que contiene un contrato de apertura de crédito simple, en donde se afecta como garantía hipotecaria el inmueble sito en la calle de ********** número ********** de la Colonia ********** de esta Ciudad, así como con la copia simple de la Credencial para votar emitida por el Instituto Nacional Electoral número de folio **********, expedida a nombre de la Actora; ya que el estado de cuenta número SL1508356, fue expedido respecto del citado domicilio, y la Actora resulta ser  copropietaria del bien inmueble, y tiene su domicilio en el mismo según la credencial para votar, por lo que, le asiste el interés jurídico para controvertir la determinación de crédito fiscal contenida en ese acto de autoridad como propietaria y residente del inmueble respecto de cuál se efectúa el cobro del servicio de agua potable.
Por su parte, el Licenciado José Antonio Lugo Alvarez, acreditó su personalidad como Director Jurídico del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez,  en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 fracción VI del Reglamento Interno del citado Organismo, con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que es visible en la foja 52 cincuenta y dos del expediente en que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
TERCERO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, en la especie no hay causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio.
Por su parte, la Autoridad Demandada no invoco causales de improcedencia o sobreseimiento al contestar la demanda.

CUARTO.- La Litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo se integra en las posturas divergentes de las partes, que se concretan en lo siguiente.

La Parte Actora aduce que el acto impugnado es ilegal, por no estar debidamente fundado y motivado, por tres causas a saber:
a) Que la cantidad es excesiva, y no media razón alguna para la imposición de la misma;

b) Que se limita a señalar una cantidad de dinero sin que para ello exhiba como es que llegó a esa conclusión, ya que dicha cantidad de dinero no corresponde a los cobros anteriores por el mismo concepto, y que nunca ha ocurrido una causal para el incremento en el consumo de agua, por lo que resulta ilógico que de un momento a otro surja un incremento tan alto; y
c) Que no muestra los valores en los que se basa para determinar las cuotas o tarifas, capacidad, flujo de agua y demás cuestiones que son necesarias para determinar la base del cálculo del supuesto adeudo.
Por su parte, la Autoridad Demandada aduce que el acto fue legalmente expedido, que resulta procedente la determinación del crédito fiscal, ya que se a la Parte Actora se le está efectuando el cobro correlativo al consumo real y total del bimestre, que fue de 6 metros cúbicos (m3), por lo que con base en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas para el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, conforme al cual, al encontrarse dentro del rango de consumo de hasta 25 veinticinco metros cúbicos, dichos 25 metros cúbicos multiplicado por $5.50 (cinco pesos 50/100 m.n.) arrojan los $137.50 (ciento treinta y siete pesos 50/100 m.n.), por consumo de agua potable, al que adicionan el 17% (diecisiete por ciento) por concepto de alcantarillado, más el 22% (veintidós por ciento) por concepto de saneamiento, más  lo correspondiente a seis meses de adeudo.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea el Actor en su escrito de demanda, se localizan de la foja 4 cuatro a la foja 7 siete  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se transcribe enseguida:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.- Contradicción de tesis 50/2010.”

SEXTO.- A juicio del suscrito Magistrado de esta Tercera Sala Unitaria, de los conceptos de impugnación planteados por la parte Actora en la demanda,  el primero resultó esencialmente fundado, y por ende suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada.

Como se ha establecido en el considerando cuatro de la presente Sentencia, los argumentos de la Parte Actora  se sintetizan en que el acto impugnado es ilegal por no estar debidamente fundado y motivado debido a:
a) Que la cantidad es excesiva, y no media razón alguna para la imposición de la misma;

b) Que se limita a señalar una cantidad de dinero sin que para ello exhiba como es que llegó a esa conclusión, ya que dicha cantidad de dinero no corresponde a los cobros anteriores por el mismo concepto, y que nunca ha ocurrido una causal para el incremento en el consumo de agua, por lo que resulta ilógico que de un momento a otro surja un incremento tan alto; y

c) Que no muestra los valores en los que se basa para determinar las cuotas o tarifas, capacidad, flujo de agua y demás cuestiones que son necesarias para determinar la base del cálculo del supuesto adeudo.
Antes de proceder al estudio del primero de los conceptos de anulación, es preciso mencionar que la litis planteada en este juicio, se refiere a una resolución determinante de un crédito fiscal, el cual consiste en el Estado de Cuenta por concepto del cobro de una contraprestación causada por un derecho por el servicio de agua potable, relativo al Estado de Cuenta SL1508356, con periodo de facturación 06-07/2021, número de medidor 193027576, emitido por la autoridad demandada, con el que se pretende cobrar por la cantidad de $7,005.00 (siete mil cinco pesos 00/100 m.n.), expedido a nombre de la Parte Actora, por los conceptos de cargo por redondeo, adeudo anterior, agua potable, drenaje, tratamiento, rehabilitación de servicio, crédito por redondeo siguiente recibo e IVA, el cual obra en original a fojas 10 diez del expediente en que se actúa.

A las referida documental se le otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Por tanto, como se estableció en el Considerando Primero de la presente Sentencia, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, pues el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme lo dispuesto por los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º fracción I inciso c) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Partiendo de las premisas anteriores, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, le asiste razón a la accionante, de acuerdo con las consideraciones que a continuación se exponen.

De lo argumentado, por la Parte Actora se advierte, que la ilegalidad del acto impugnado, se hace descansar en la ausencia de fundamentación y motivación, en relación a diversos tópicos, particularmente en cuanto a la motivación, es decir, los hechos, referentes a los valores en los que se basa para determinar las cuotas o tarifas, capacidad, flujo de agua y demás cuestiones que son necesarias para determinar la base del cálculo del supuesto adeudo.
En ese contexto, lo aducido por la Parte Actora se resume a que la Autoridad Demandada no señaló en la resolución determinante, la Base gravable y la aplicación de las Tarifas para determinar el crédito fiscal, de acuerdo a los diferentes conceptos que lo integran.
Por su parte, la Autoridad Demandada sostiene que el acto fue legalmente expedido, que resulta procedente la determinación del crédito fiscal, ya que se a la Parte Actora se le está efectuando el cobro correlativo al consumo real y total del bimestre, que fue de 6 metros cúbicos (m3), por lo que con base en el artículo 6 de la Ley de Cuotas y Tarifas para el Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, conforme al cual, al encontrarse dentro del rango de consumo de hasta 25 veinticinco metros cúbicos, dichos 25 metros cúbicos multiplicado por $5.50 (cinco pesos 50/100 m.n.) arrojan los $137.50 (ciento treinta y siete pesos 50/100 m.n.), por consumo de agua potable, al que adicionan el 17% (diecisiete por ciento) por concepto de alcantarillado, más el 22% (veintidós por ciento) por concepto de saneamiento, más lo correspondiente a seis meses de adeudo.

En resumen, lo aducido por la Autoridad Demandada, es que la Parte Actora consumió determinada cantidad de metros cúbicos de agua potable, con lo que se determinó el monto a pagar por dicho concepto, así como los servicios de alcantarillado y saneamiento, además de que se le está requiriendo un adeudo previo por los mismos conceptos (adeudo anterior).
Ahora bien, ante la Litis definida, debemos establecer la carga probatoria acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, conforme al artículo 217 párrafo segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se establecen dos reglas precisas para la distribución de la carga de la prueba: a) El Actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción y el demandado los hechos constitutivos de su excepción; y b) El que afirma está obligado a probar, mientras que, mientras que el que niega, únicamente está obligado a probar, cuando: b1) La negativa se sustente o implique la afirmación de un hecho; b2) Se pretenda desacreditar una presunción legal, pues las presunciones legales iuris tantum admiten prueba en contrario; b3) Se desconozca la capacidad, pues implica afirmar la incapacidad de una persona, y b4) La negativa fuere un elemento de la acción. A continuación se transcriben las disposiciones legales en cita:

“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”
“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”
Sobre el tema de la carga de la prueba, el criterio adoptado por esta Tercera Sala Unitaria es concurrente con la Tesis de Jurisprudencia y la Tesis Aislada que se transcriben a continuación.

“FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE.- La manifestación del actor en un juicio de nulidad en el sentido de que el acto administrativo impugnado carece de firma autógrafa de la autoridad que lo emitió, no es apta para estimar que a él le corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios. Ahora bien, si la autoridad en la contestación a la demanda manifiesta que el acto sí calza firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrarlos; además, es importante destacar que el juzgador no está en condiciones de apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa o no, toda vez que no posee los conocimientos técnicos especializados para ello, dado que la comprobación de ese hecho requiere de la prueba pericial grafoscópica que ofrezca la demandada. Solicitud de sustitución de jurisprudencia 5/2011. Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López.”

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. RECAE EN LA AUTORIDAD CUANDO AFIRMA QUE EL CRÉDITO FISCAL IMPUGNADO ES DIVERSO A UNO DECLARADO CADUCO.- Cuando en el juicio de nulidad se demuestra que el crédito fiscal cuyo pago se requirió corresponde a uno declarado caduco y la autoridad aduce que se trata de uno diverso, es inconcuso que esa simple afirmación es insuficiente para estimar que corresponde al contribuyente acreditar que se trata del mismo, pues de conformidad con el artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al Código Fiscal de la Federación, el que afirma está obligado a probar; de ahí que es en la autoridad tributaria en quien recae la carga de la prueba para demostrar su dicho.- NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Y por analogía con el tema tratado, la Tesis de Jurisprudencia I.7o.A. J/45, pronunciada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en la página 2364, Tomo XXIX, Enero de 2009, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Registro: 168192, que dice: 

“CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia.”

En ese orden de ideas, si la Parte Actora  aduce que en el acto impugnado, es decir la resolución determinante del crédito fiscal, no señaló en la resolución determinante, la Base gravable y la aplicación de las Tarifas para determinar el crédito fiscal, de acuerdo a los diferentes conceptos que lo integran; luego entonces a la Parte Actora le corresponde probar que el acto impugnado carece de esos requisitos, a efecto de acreditar que el acto impugnado no está debidamente fundado y motivado.
Al respecto, se debe decir, que la Parte Actora cumplió con la carga de la prueba con la documental pública en donde consta el acto impugnado, misma que ya ha sido referenciada en el cuerpo de la presente sentencia, como que obra a fojas 10 diez del expediente en que se actúa, y cuyo valor probatorio pleno ya fue determinado.

Ahora bien, en cuanto a su alcance demostrativo, en relación al argumento de la Parte Actora, se debe decir, que sirve para acreditar plenamente el argumento de la Parte Actora; habida cuenta que, de la lectura del documento se advierte con meridiana claridad, que si bien se advierten los datos de consumo del periodo que asciende a 6 seis metros cúbicos, y se aprecia que se establece la cantidad líquida por concepto del consumo de agua potable, drenaje, tratamiento y adeudo anterior se están determinado, también es cierto, que no expresa como es que se arribó a dichas cantidades, es decir, no expresa de manera fundada y motivada cual es la Base grabable, cual es la tarifa aplicada, porque se aplica esa tarifa, y como se aplica esa tarifa, a efecto llegar a la cantidad liquida determinada por cada uno de los conceptos.
De lo anterior, se sigue que es fundado el argumento de la Parte Actora en el sentido de que la Autoridad Demandada no señaló en la resolución determinante, la Base gravable y la aplicación de las Tarifas para determinar el crédito fiscal, de acuerdo a los diferentes conceptos que lo integran.

Debiéndose precisar al respecto, que todo Tributo tiene cuatro elementos esenciales, que son: 1.- Sujeto.- Quien es el obligado al pago, en el caso el usuario del servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento; 2.- Objeto.- Sobre que recae el tributo, en el caso los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento; 3.- Base gravable.- Que define la cuantía sobre la que se aplicarán las tarifas, en el caso el consumo de agua potable, y el correlativo uso de los servicios de alcantarillado y saneamiento; y 4.- La Tarifa.- Que define la cantidad en pesos y centavos que se debe pagar por los servicios, misma que multiplicada por la Base establece la cantidad liquida a pagar por los servicios, en el caso las tarifas contenidas en la Ley de Cuotas y Tarifas para la Prestación de Servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez S.L.P. para el ejercicio fiscal 2021, que establecen el costo a pagar por metro cubico de agua potable de manera escalonada y progresiva, así como los porcentaje correlativos a cobrar por conceptos de alcantarillado (drenaje)  y saneamiento (tratamiento).

En ese orden de ideas, es de concluirse, que como lo sostiene la Parte Actora, la resolución determinante del crédito fiscal, no está debidamente fundada y motivada.
Sin que pase inadvertido, que el cobro de los meses de adeudo anterior, que se advierten tanto en el recibo impugnado, debe exigirse a través del procedimiento administrativo de ejecución, como lo ordenan los artículos 92 fracción XI y 100 fracción VII de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí; por lo que su inclusión en el recibo mensual o bimestral de la contraprestación por los servicios correspondientes, genera la nulidad del concepto en cuestión, al haberse iniciado su cobro en una vía incorrecta, violentando las disposiciones legales que el son aplicables y vulnerando los derechos humanos de la parte actora, referentes a la legalidad, seguridad jurídica y debido proceso.

Sirve de apoyo, la Tesis Aislada I.3o.A.593 A, pronunciada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito; publicada en la página 235, Tomo XV-1, Febrero de 1995, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Registro: 209118, que a continuación se transcribe:

“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CRÉDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas. Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

Por su parte, la Autoridad Demandada debe probar los hechos constitutivos de su excepción, esto es, que la Parte Actora consumió determinada cantidad de metros cúbicos de agua potable, con lo que se determinó el monto a pagar por dicho concepto, así como los servicios de alcantarillado y saneamiento, además de que, como se le está requiriendo un adeudo previo por los mismos conceptos (adeudo anterior), la Autoridad Demandada debe probar el consumo del agua potable como origen de dicho adeudo en la cantidad líquida que se establece; esto es así, porque la Autoridad Demandada incorporó a la Litis la causación de la contribución, es decir, al oponer excepción en el sentido de que la Parte Actora consumió determinada cantidad de metros cúbicos de agua potable, la Autoridad Demandada asume la carga de probar los hechos que generaron la contribución, que en el caso particular se refieren al consumo de agua potable en cantidad determinada.
Al respecto se debe señalar, que la prueba idónea al respecto, son las lecturas de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, el cual debe ser llevado a cabo por personal autorizado de acuerdo a la distribución de los usos, conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, y hacer los constar en un formato, mismo  que según esta disposición queda a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios para cualquier duda o aclaración, para que el acto reclamado sea válido en ejecución, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“Artículo 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

A efecto de acreditar sus aseveraciones en el Juicio Contencioso Administrativo la Autoridad Demandada ofertó como pruebas las documentales que señaló como las copias certificadas de las hojas de trabajo para toma de lecturas, de los bimestres 04-05/2021 y 06-07/2021, levantadas por un lecturista adscrito al Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez (fojas 55 cincuenta y cinco y 56 cincuenta y seis del expediente en que se actúa); la copia certificada del nombramiento del Director Jurídico del Organismo demandado, la confesional expresa de la Parte Actora en la demanda, la presuncional legal y humana, e instrumental de actuaciones.
Desprendiéndose de las pruebas antes citadas, que las únicas idóneas, resultan ser documentales referentes a las lecturas, es decir aquellas en donde se hace constar la lectura tomada, y/o en todo caso, el impedimento para hacerlo; ya que por lo que se refiere a la copia certificada del nombramiento del Director Jurídico atentos a su contenido no demuestra la toma de lectura, mientras que no existe confesión expresa de la Parte Actora, en los términos referidos por la Autoridad Demandada, que más bien corresponden a una confesión ficta a cargo de la Parte Actora, misma que no está prevista en al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ni en el Código de Procedimientos Civiles del Estado San Luis Potosí; sin que del sumario del presente Juicio Contencioso Administrativo se advierta instrumento o se desprenda presunción a favor de la Autoridad Demandada.
Por lo que se refiere a las documentales en donde se dice se hizo constar la lectura del medidor, del análisis de dichas documentales, se desprende que no se aprecia con claridad, el nombre del lecturista, la fecha de toma de la Lectura, y que carecen de firma del lecturista responsable de recabar los datos, así como que estos se asientan por la propia autoridad sin intervención del usuario correspondiente, lo que les resta validez, debiéndose destacar, que la falta de intervención del usuario, impide que ´peste conozca cuando se tomó la lectura, para que en todo caso pueda consultar la lectura tomada, como lo dispone el artículo 221 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí, y hacer valer lo que a su derecho corresponda; razón a lo cual no se les confiere valor probatorio alguno, al resultar contrarias a derecho.

Por tanto, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria que la Autoridad Demandada no cumplió con su carga probatoria, ya que por una parte NO se aportaron las pruebas idóneas para acreditar el consumo atribuido a la Parte Actora, y las que podrían ser idóneas, resultaron contrarias a derecho.

En ese tenor, debe sostenerse que la autoridad demandada fue omisa en acreditar tanto en la resolución determinante del crédito fiscal, el crédito fiscal impugnado, como en este Juicio Contencioso Administrativo, la existencia del hecho generador de la contribución relativa al pago de los servicios del Organismo Intermunicipal de Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de  Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y Soledad de Graciano Sánchez, por concepto de servicio de agua y su consumo aplicado a la Actora.

Es decir, la Autoridad Demandada no demostró que la demandante  haya generado el consumo de agua durante los periodos establecidos en el acto impugnado, ni tampoco por los adeudos anteriores, conforme lo establecido por el numeral 221 segundo y último párrafos de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, omisión que genera la ilegalidad del acto pues contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, y 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al no estar debidamente fundado y motivado.

ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: (…)

IV. Estar fundado y motivado; (…)”
En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8° del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal, y dado que en el caso que nos ocupa, la autoridad demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo en cuanto al periodo que se establece en el acto impugnado, así como lo reportado al producir su contestación de demanda, respecto al adeudo que indica la autoridad y por los conceptos que en los mismos se refieren, se determina que no demostró en consecuencia, que hubiera nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó, por lo que resulta ilegal el crédito fiscal impugnado contenido en el Estado de Cuenta número SL1508356, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $7,005.00 (siete mil cinco pesos 00/100 m.n.), por las razones antes expuestas.

En ese orden de ideas, la resolución impugnada, se ubica en la hipótesis de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado, cuando los hechos que los motivaron no se realizaron, en el caso concreto el hecho generador de la obligación fiscal derivada del consumo de agua y sus servicios conexos, ya que la Autoridad Demandada no probó dentro del presente Juicio Contencioso Administrativo el hecho generador de la contribución.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: El Estado de Cuenta número SL1508356, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $7,005.00 (siete mil cinco pesos 00/100 m.n.); así como la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia. 

En ese sentido, en base a lo dispuesto en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad demandada, los siguientes efectos: 

1.- Cancelar o dar de baja de los controles manuales o informáticos, padrones o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, los cobros que se establecen en el recibo del Estado de Cuenta número SL1508356, emitido por la autoridad demandada, por la cantidad de $7,005.00 (siete mil cinco pesos 00/100 m.n.), que se contienen en el acto impugnado a cargo del actor, y que se establecen en los registros y sistemas de control aplicables de la demandada; haciendo las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal que fue materia de esta controversia, sea nulificado, a efecto de que no vuelva a ser exigido al accionante, notificándole sobre las acciones que realice.

2.- Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Con base en los numerales 256 y 257 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala la prevendrá, por el cumplimiento de la presente sentencia, o en su caso, la requerirá por la ejecución de la misma, con los apercibimientos legales que procedan.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción III Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 248, 249, 250 fracción IV, 251, 252, 253, 256 y 257 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por lo que se decreta su NULIDAD y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos, motivos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente Sentencia.
TERCERO.- . Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola quien actúa con Secretario de Acuerdos licenciado Ismael Méndez Hernández que autoriza y da fe.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”
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